2007-00108-01

2007-00108-01


Radicación Nro. :

66170-31-05-001-2007-00108-01

Proceso:


ORDINARIO LABORAL 

Providencia: 
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Tema:

1- El término de prescripción del auxilio de cesantía comienza a correr a partir de la terminación del contrato de trabajo.
2- Cuando se imponga condena por concepto de indemnización moratoria, no es procedente la indexación.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veintiséis de noviembre de dos mil nueve
Acta número 0072 del 26 de noviembre de 2009
En la fecha, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, tal como oportunamente se programara, esta Sala y su Secretaria, se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación que el apoderado de la demandante formula en contra de la sentencia dictada el 14 de abril pasado, por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, dentro del proceso ordinario laboral que Rubialba Calderón Duque le promueve a la Copropiedad Edificio Banco Cafetero. 
El proyecto de decisión final presentado por el ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por los demás miembros de la Colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Manifiesta la actora, por intermedio de apoderado judicial, que laboró al servicio del demandado en la ciudad de Santa Rosa de Cabal, de manera ininterrumpida desde el 18 de julio de 1993 hasta el 19 de diciembre de 2006, por medio de un contrato verbal e indefinido, desempeñando labores de oficios varios y bajo la continuada subordinación de los distintos administradores que la copropiedad ha tenido; su jornada de labores era parcial y se desarrollaba todos los días laborables de la semana, de 1:00 a 2:00 p.m. y de 5:00 a 6:00 p.m., o cuando la llamaran, a cualquier hora; su remuneración en los últimos años fue de $130.000 para el año 2001, $140.000 para el año 2002, $154.000 para el año 2003, $173.000 para el año 2004, y $190.000 para los años 2005 y 2006; el día 15 de febrero de 2006, la Asamblea de Copropietarios decidió cambiar el contrato de trabajo de manera unilateral, para realizar contratos por servicios por un tiempo superior a 3 meses, sin la posibilidad de ser prorrogado a nombre de la misma persona, siendo a cargo del contratista todos los implementos para el desarrollo de su labor; el 20 de febrero de 2006 le presentaron una liquidación en la que le daban por terminado el contrato de trabajo, reconociéndole algunas de sus prestaciones sociales, la cual no fue aceptada ni recibida; en febrero 23 de 2006, la administradora Johana Ochoa le envió una comunicación, manifestándole el ánimo de llegar a un acuerdo conciliatorio con el doctor Juan Pablo González; frente a lo anterior solicitó la intervención del Ministerio de la Protección Social, siendo negado todo por parte de la demandada y sin reconocerle derecho alguno, tal como consta en el acta de conciliación N° 045 del 6 de marzo de 2006; continuó prestando sus servicios durante el año 2006 y el día 3 de noviembre le enviaron carta de terminación del contrato a partir del 17 de diciembre, fecha que fue corregida, fijándola el 19 de diciembre de 2006; el 17 de noviembre de 2006, la Inspectora del Trabajo seguridad Social de Santa Rosa, mediante oficio N° 229 solicitó a la demandada el contrato de trabajo escrito que estaban dando por terminado según la comunicación referida, lo cual no fue cumplido; durante la vigencia del nexo contractual no fue afiliada al Sistema de Seguridad Social Integral, tampoco se le consignaron las cesantías en un fondo; el 27 de diciembre se le pagaron las prestaciones sociales correspondientes al año 2006; por último, indica que el 24 de enero de 2007 se llevó a cabo, ante la Inspección del Trabajo y la Seguridad Social de Santa Rosa, audiencia de no conciliación (sic), en la que la demandada manifestó haber pagado todos los salarios y prestaciones sociales. 
Pretende en consecuencia que se declare la existencia entre las partes de un contrato de trabajo a término indefinido, desarrollado entre el 18 de julio de 1993 y el 19 de diciembre de 2006; que se declare que la relación laboral fue liquidada de manera ilegal, no solo a la terminación del contrato, sino durante todo el tiempo de servicios; que se declare que la demandada no la afilió a la seguridad social en salud, pensiones y riesgos profesionales; que se declare que el contrato de trabajo terminó de manera injusta y unilateral por decisión de la empleadora; como consecuencia de las anteriores declaraciones, se condene a la accionada a pagar el valor prestacional que de acuerdo con los salarios devengados correspondan desde la fecha de inicio del contrato y hasta su terminación por concepto de primas y cesantías; el valor de los intereses a las cesantías correspondientes a los años 2004 y 2005; la sanción legal por el incumplimiento de la obligación de consignar las cesantías causadas por la demandante en un fondo de pensiones (sic); el valor correspondiente a la indemnización por el no pago oportuno de intereses a las cesantías; los aportes al Sistema General de seguridad social en Pensiones y salud por todo el tiempo servido; la indemnización moratoria desde la terminación del contrato y hasta cuando se efectué el pago de las acreencias laborales; la indemnización por despido injusto; la indexación de todas la sumas adeudadas, y, finalmente, las costas procesales.

La demanda fue admitida por auto del 12 de junio de 2007, ordenándose en la misma providencia correr el respectivo traslado a la demandada, fl. 33. 
La copropiedad Edificio Banco Cafetero, por intermedio de apoderado dio respuesta a la acción, fls. 40-45, pronunciándose sobre los hechos, oponiéndose a la prosperidad de las pretensiones, argumentando que inicialmente se originó un contrato verbal, cuyos extremos fueron el 20 de septiembre de 1993 y el 18 de diciembre de 1997, calenda a partir de la cual se procedió a suscribir contrato a término fijo a un año, siéndole canceladas sus cesantías cada año, a la terminación del contrato de trabajo; agrega que la actora no fue afiliada al Sistema de Seguridad Social debido a que ella manifestó que se encontraba inscrita en el Sisben y que no quería perder tal afiliación; afirma que en momento alguno tuvo la intención de evadir sus responsabilidades legales, pues en todo momento reconoció y liquidó en forma oportuna las prestaciones y salarios de la actora; sostiene que la demandante está actuando de mala fe, toda vez que pretende se le paguen diversos rubros que ya le fueron cancelados; excepcionó Prescripción, Buena fe del demandado, Mala fe por parte de la accionante, Cobro de lo no debido, Genéricas, Pago parcial y Compensación. 
La conciliación fracasó por la inasistencia de la parte demandada, fl. 238, razón por la que se hizo acreedora a las sanciones previstas en el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, consistentes en presumir ciertos los hechos de la demanda susceptibles de confesión; así mismo, la parte demandante, propuso tacha de falsedad respecto de algunos de los documentos aportados por la demandada en su contestación, fl. 239.

La audiencia de juzgamiento se realizó el 14 de abril del presente año, fl. 500; en la sentencia que se dictó en esa fecha, el juez de primera instancia declaró la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido, entre el 20 de agosto de 1993 y el 19 de diciembre de 2006, el cual terminó por decisión injusta de la empleadora; de igual manera declaró que la liquidación de cesantías durante la relación laboral, excepto la última, fue realizada sin el cumplimiento de las exigencias legales y que igualmente no se afilió a la actora a la seguridad social integral; declaró probadas parcialmente las excepciones de prescripción, buena fe del demandado y cobro de lo no debido, y como no probada la de mala fe de la parte accionante, condenó a la accionada a pagar a la actora la suma de $2.808.245,96 por concepto de cesantías, intereses a las cesantías, indemnización por despido injusto y moratoria; también condenó a la demandada a pagar en la entidad administradora de pensiones elegida por la accionante y a su favor, los aportes o cotizaciones que correspondan al Sistema General de Pensiones, en forma proporcional al salario pagado, año por año, en el porcentaje legal establecido, desde agosto 20 de 1993 y hasta diciembre 19 de 2006; absolvió de las demás pretensiones a la demandada y declaró prospera la tacha de falsedad propuesta..  
Inconforme con esa decisión, se alzó en apelación el apoderado de la demandante, fl. 518, manifestando que al tratarse de una sola relación laboral, no pueden tenerse los pagos hechos como abonos parciales de la liquidación de cesantías, pues al tenor del artículo 254 del Código Sustantivo del Trabajo dichos pagos se pierden, siendo válido únicamente el último pago realizado; agrega que el derecho a las cesantías se hace exigible cuando el vínculo laboral termina o cuando el Ministerio de la Protección Social autoriza el pago parcial de las mismas, por lo cual se le deben a la actora las cesantías causadas año a año, debiendo haber sido depositadas en un fondo, cosa que no ocurrió, por lo que la demandada debe pagar la indemnización por no consignación de las mismas, amén que no se debió aplicar el fenómeno de la prescripción a esta prestación, toda vez que la misma se causó únicamente el culminar el vínculo contractual y conforme a la fecha de presentación de la demanda, dicho derecho aún no estaba prescrito; finaliza afirmando que no se puede predicar buena fe de la empleadora, pues se abstuvo de consignar oportunamente lo correspondiente a las cesantías por cada año de labor de la demandante y sus actuaciones en vigencia de dicho contrato siempre estuvieron encaminadas a desconocer los derechos laborales de la trabajadora, afirma que la demandada no demostró razones atendibles a las que se pueda atribuir buena fe; adicionalmente señala que se debe considerar que la demandada presentó documentos adulterados o que no habían sido suscritos por la actora, conducta que además de ser de mala fe, puede llegar a constituir un delito, y además no se impuso la multa establecida en el artículo 292 del Código de Procedimiento Civil; finalmente insiste en que se debieron indexar las sumas a que fue condenada la accionada.
Concedido el recurso se remitieron las diligencias a esta Sala disponiéndose el trámite propio de la instancia y como quiera que no se observan nulidades en la actuación se procede a resolver con apoyo en las siguientes, 

CONSIDERACIONES  

Los motivos de inconformidad del recurrente se circunscriben a:

1- Que los abonos parciales a cesantías no pueden ser tenidos en cuenta, pues fueron realizados irregularmente y conforme al Código Sustantivo del Trabajo esos pagos se pierden,
2- Que el auxilio de cesantía no se ve afectado por el fenómeno de la prescripción, pues se causa al momento de terminar la relación laboral,

3- Que no se puede predicar buena fe de la empleadora para absolverla de la sanción por no consignación de cesantías, toda vez que no afilió a la seguridad social a la trabajadora, pago mal las cesantías y presentó documentación sobre la cual prosperó la tacha de falsedad, y,

4- No se le impuso a la demandada la multa establecida en el artículo 292 del Código de Procedimiento Civil.

5- Que no se accedió a la indexación de las condenas proferidas.

En cuanto al primero de los puntos de queja, tenemos que no asiste razón al impugnante, toda vez que el a quo fue claro en su sentencia, fl. 506, al afirmar que dichos abonos parciales no se podían tener en cuenta, en virtud precisamente de la norma citada por el quejoso, el artículo 254 del Código Sustantivo del Trabajo.

Respecto a la prescripción del auxilio de cesantía, razón le asiste al recurrente, toda vez que la prescripción de este derecho empieza a correr a partir de la terminación del contrato de trabajo, pues, el hecho de que se realicen pagos anuales no desnaturaliza la unidad de la prestación, tal como lo afirmó la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 11 de julio de 2000, radicación 13467, con ponencia del Magistrado doctor Carlos Isaac Náder.

Ahora bien, procederemos a realizar la respectiva liquidación, año a año, teniendo en cuenta que el último periodo, correspondiente al año 2006 fue pagado correctamente, lo cual es aceptado por el mismo recurrente:
Fecha inicial: 


Agosto 20 de 1993

Fecha final:



Diciembre 19 de 2006

Año

Salario

Total auxilio de cesantía



1993

$20.000

$7.222,22





1994

$30.000

$30.000

1995

$50.000

$50.000

1996

$50.000

$50.000

1997

$70.000

$70.000

1998

$90.000

$90.000

1999

$110.000

$110.000

2000

$121.000

$121.000

2001

$132.979

$132.979

2002

$144.322

$144.322

2003

$155.060

$155.060

2004

$167.200

$167.200

2005

$178.068

$178.068

Total
auxilio cesantía

$1.305.851,22


En lo referente a la buena fe, por medio de la cual el funcionario de primera instancia absolvió a la accionada de la imposición de la sanción por no consignación de cesantías, de vieja data lo tiene sentado la Corte Suprema de Justicia que dicho castigo no emerge automáticamente, para ello el juzgador debe analizar las razones de las que se haya prevalido el empleador para omitir la consignación de las cesantías en un fondo establecido para tal fin. 
En reciente pronunciamiento ratificó su posición respecto a la buena fe como eximente de la sanción por mora:

“Ha sostenido la jurisprudencia de esta Sala que las sanciones moratorias, como las reclamadas en este caso, no son de aplicación automática ni inexorable, sino que en cada caso, para su aplicación, se deben analizar por el juez las circunstancias o razones aducidas por el deudor moroso o incumplido a fin de determinar si su actuar estuvo revestido de buena, pues en caso de que dichas razones o circunstancias sean atendibles, no procede la sanción.” (
)
En posterior providencia, afirmo el Alto Tribunal:
“La sentencia recurrida se fundó en un reiterado criterio jurisprudencial que permite exonerar al empleador de la indemnización moratoria cuando quiera que, aparezca probado en el proceso que su conducta estuvo revestida de buena fe al discutir la existencia del contrato de trabajo con razones serias, posición doctrinal que constituye uno de los soportes doctrinales de la Sala, que se ha mantenido invariable desde sus orígenes…” (
)
Cita el recurrente varias situaciones por medio de las cuales, según él, se vislumbra la mala fe de la empleadora durante el desarrollo de la relación laboral, sin embargo, entratándose de la sanción por falta de consignación del auxilio de cesantía en un fondo, el análisis de la mala o buena fe debe circunscribirse a la actitud de la empleadora frente a dicha prestación.

Y en cuanto a que la no afiliación a la seguridad social sería un factor indicativo de mala fe en la empleadora y por consiguiente se debería imponer la condigna sanción moratoria, tenemos que ello sería propio de una pretensión fundada en el nuevo parágrafo 1° del artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, introducido por el artículo 29 de la Ley 789 de 2002, sin embargo ello no fue motivo de pedimento en la demanda inicial, por lo tanto en esta instancia no son de recibo los argumentos en tal sentido. 

Claro lo anterior, no se debe perder de vista que la demandada desde el principio del proceso argumentó que la relación laboral había iniciado por medio de un contrato de trabajo verbal, entre el 20 de septiembre de 1993 hasta el 18 de diciembre de 1997, fl. 40, el cual mutó a partir del 19 de diciembre de 1997, al firmarse un contrato de trabajo a término fijo por un año, fl. 208 y 274, razón por la cual, cada año en el mes de diciembre pagaba a la trabajadora su respectiva liquidación, la cual incluía el auxilio de cesantía, fls. 312, 333, 343, 355, 373, 379, 389, entre otros, amén que también se pagaban a la demandante las demás prestaciones sociales, todo de acuerdo al contrato de trabajo a término fijo que la demandada creía, erradamente, gobernaba la relación habida entre las partes; lo anterior se verifica con la gran cantidad de comprobantes de egreso que firmaba la señora Calderón Duque, los cuales fueron aportados a folios 47 a 206 y 303 a 460. Además, si se impusiera la indemnización deprecada, se estaría sancionando dos veces al empleador por el mismo hecho, toda vez que en esta instancia se está condenando al empleador nuevamente al pago de las cesantías, toda vez que durante la relación laboral las pagó de manera irregular, ello conforme al artículo 254 del Código Sustantivo del Trabajo.  
En lo tocante a la indexación de las condenas, ha sido reiterada la jurisprudencia, no solo de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema a de Justicia, sino de la Corte Constitucional, al plantear que cuando se imponga condena por concepto de indemnización moratoria, no es procedente la indexación, mismos que, aunque son de vieja data, no han perdido su vigencia:

“… cuando se impone judicialmente la sanción establecida por el artículo 65 del C.S.T. no hay lugar a la indexación de los créditos laborales que fundamenten esa condena, pues en tal evento aquella sanción, específica de la ley laboral y normalmente más favorable para el trabajador, le compensa los perjuicios sufridos como consecuencia de la mora del empleador renuente a pagar a la finalización de la relación laboral los salarios y prestaciones a su cargo.

A menos que el actor solicite en su demanda el pronunciamiento judicial de modo diferente, ante las pretensiones conjuntas de indemnización por mora e indexación deben por tanto los jueces laborales examinar en primer lugar, de acuerdo con las situaciones particulares de cada caso, si la conducta del empleador que a la terminación del contrato de trabajo quedó adeudando salarios y prestaciones estuvo revestida de la buena fe que lo exonere de la sanción dispuesta por el artículo 65 del C.S.T., y sólo cuando absuelvan por ese concepto deben entrar a decidir sobre la aplicación de la indexación a los créditos laborales insolutos.” (
)
 
Por su parte, ha dicho al respecto la Corte Constitucional:
“La sanción moratoria impuesta por la ley busca penalizar económicamente a las entidades que incurran en mora, y por ello su monto es en general superior a la indexación. En ese orden de ideas, no resulta razonable que un trabajador que tenga derecho a la sanción moratoria impuesta reclame también la indexación, por cuanto se entiende que esa sanción moratoria no sólo cubre la actualización monetaria sino que incluso es superior a ella.” (
)
Y más recientemente:

“Además se equivoca la Procuradora (E) al sostener que la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral con anterioridad había reconocido la procedencia del pago coetáneo de la indemnización moratoria y la indexación, pues, por el contrario, lo que ese Alto Tribunal ha expresado es que “cuando no sea pertinente en una sentencia la condena de indemnización moratoria por el pago oportuno de prestaciones sociales, por cuanto no se trata de una indemnización automática, es viable aplicar entonces la indexación o corrección moratoria en relación con aquellas prestaciones que no tengan otro tipo de compensación de perjuicios por la mora, o que no reciban reajuste con el costo de vida...”  CSJ Sala de casación Laboral. Sentencia del 20 de mayo de 1992. Rad. 4645.” (
)
Por último, en lo referente a la sanción establecida en el artículo 292 del Código de Procedimiento Civil, indica dicha norma:
“Artículo 292. Modificado. D.E. 2282/89, art. 1º, num. 127. Sanciones al impugnante vencido. Cuando la tacha de falsedad se decida en contra de quien la propuso, se condenará a éste a pagar a quien aportó el documento, el valor del veinte por ciento del monto de las obligaciones contenidas en él; o de diez a veinte salarios mínimos mensuales cuando no represente un valor económico. Igual sanción se aplicará a la parte que adujo el documento, a favor de la que probó la tacha. … “
La apoderada sustituta de la parte actora, en la audiencia de que trata el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, presentó escrito tachando como falsos varios documentos aportados por la demandada, fl. 239; A folios 478 a 492 milita la pericia grafológica rendida por el abogado grafólogo José Arturo Franco Peláez, misma que fue puesta en conocimiento de las partes, fl. 494, sin que alguna hubiese manifestado motivo de inconformidad; en dicho documento se concluyó que las firmas visibles en los documentos de folios 49, 188, 189, 190, 191 y 192 son “falsas por suplantación”, de donde se sigue que se debe aplicar la sanción establecida en el artículo en cita.
El monto de las obligaciones plasmadas en los documentos enunciados asciende a la suma de $325.000, por lo tanto la sanción a imponer a la parte demandada, correspondiente al 20% de dicho valor, sería de $65.000, valor que será agregado a la condena de primera instancia.

Ahora, tal como lo afirma el impugnante, omitió el funcionario de primera instancia dar aviso a las autoridades penales, tal como lo indica el artículo 291 del Código de Procedimiento Civil, por lo tanto en esta instancia se corregirá dicha omisión, ordenando que por Secretaría se compulsen las copias pertinentes con destino a la Fiscalía General de la Nación, para que allí se surta la actuación correspondiente.

Visto lo precedente, es menester de esta Corporación, impartir confirmación a la decisión de primera instancia, con la modificación y adición enunciadas.
Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de la expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR los numerales primero, segundo, tercero, quinto, sexto, séptimo y octavo de la sentencia que por apelación ha conocido.
SEGUNDO: MODIFICAR el numeral cuarto de la sentencia de primera instancia, en el sentido de condenar a la copropiedad Edificio Banco Cafetero a pagar a la señora Ruby Alba o Rubialba Calderón Duque, dentro de los cinco (5) días siguientes a la ejecutoría de esta decisión, la suma de cuatro millones ciento setenta nueve mil noventa y siete pesos con dieciocho centavos ($4.179.097,18) por concepto de cesantías, intereses a las cesantías, indemnización por despido injusto, indemnización moratoria y sanción por tacha de falsedad que prosperó, conforme al artículo 292 del Código de Procedimiento Civil.
TERCERO: Por Secretaría, COMPULSENSE las copias pertinentes con destino a la Fiscalía General de la Nación, para que allí se surta la actuación correspondiente respecto de la tacha de falsedad que prosperó, conforme a lo expuesto en la parte motiva del presente proveído.

En esta instancia, costas no se causaron. 

Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y  firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

En vacaciones
CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE
Secretaria

(�). CSJ. Sent. de 9 de abril de 2008. M.P. Francisco Javier Ricaurte Gómez. Rad. 30260. Acta 16.


(�). CSJ. Sent. de 17 de febrero de 2009. M.P. Gustavo José Gnecco Mendoza. Rad. 32996. Acta 6.


(�). CSJ. Sent. de 6 de septiembre de 1995. M.P. Hugo Suescún Pujols. Rad. L-7623.


(�). Corte Constitucional. Sent. C-448 de 1996. M.P. Alejandro Martínez Caballero.


(�). Corte Constitucional. Sent. C-781 de 2003. M.P. Clara Inés Vargas Hernández.
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